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Con la comunicación de cambio de circunstancia personal, familiar o del entorno, se inicia el pro-
cedimiento para la revisión del programa individual de atención,  gestionándose los citados 
expedientes conforme los artículos 28 y 29 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de 
la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia y artículo 18.3 y 19 del 
Decreto 168/2007, de 12 de junio, por el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, así como los órganos competentes para su valoración. 

No existe un procedimiento ágil con respuesta inmediata para atender las necesidades de estas per-
sonas que venían disfrutando del servicio de ayuda a domicilio en otra localidad, ya sea de la misma 
provincia o entre provincias andaluzas. Por el contrario, las dilaciones en el procedimiento generan 
perjuicios que recaen sobre la persona dependiente y sus familiares, sin que exista por tanto un pro-
cedimiento especial regulado y perfectamente articulado para actuar en estos casos y atendiendo 
en todo momento las necesidades de la persona dependiente. 

Destacamos nuestro pronunciamiento realizado a raíz de la petición realizada por la hija de una 
persona con condición de gran dependiente y con 98 años de edad, que trasladó su domicilio a la 
localidad de Castilblanco de los Arroyos, con la finalidad de tener cerca su entorno familiar, en este 
caso, a su hija que es la persona que se dedicará a sus cuidados, así como de dar todo el cariño y 
compañía que necesitan las personas en esta última etapa de la vida (queja 22/2959).

Desde que se comunicó el cambio de residencia de la persona dependiente, transcurrieron cinco 
meses hasta su fallecimiento, y ni siquiera la administración autonómica trasladó el expediente de 
dependencia a los Servicios Sociales Comunitarios de la localidad de destino y, por tanto, impidió el 
inicio del procedimiento para la revisión de la situación de dependencia, privando a una gran depen-
diente del disfrute de un derecho subjetivo y dejándola sin tener cubierta sus necesidades básicas.

Tema recurrente en nuestra Defensoría, tras el análisis del contenido de los informes remitidos por 
la Administración autonómica y local, es la duración en resolver el procedimiento que incluso supera 
el año, demora que consideramos llamativa y elevada (queja 23/4708).

En su respuesta, la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (ASSDA) nos informa 
que se está trabajando en una instrucción y protocolo de gestión que permita establecer criterios 
homogéneos en supuestos de traslado de domicilio. 

Esta instrucción tiene por objeto establecer criterios de gestión en el proceso de traslado de domicilio, 
con origen o destino en Andalucía, de personas que han solicitado el reconocimiento de la situa-
ción de dependencia y, por tanto, tienen un expediente abierto en Andalucía o en otra comunidad 
autónoma.

Los criterios van dirigidos a los servicios territoriales de la ASSDA y sus unidades administrativas, con 
competencias en materia de traslados. 

El documento se inserta en el marco del Plan de Mejora de Gestión, donde se definen un conjunto 
de medidas a adoptar para la mejora de la calidad del procedimiento y la atención a las personas en 
situación de dependencia. Dentro de estas medidas se contempla la elaboración y difusión de instruc-
ciones que sirvan para orientar y homogeneizar la actuación de los Servicios Territoriales de la ASSDA.

2.1.1.1.5. Prestación Económica para cuidados en el 
Entorno Familiar

Dentro de las prestaciones del catálogo del Sistema para Autonomía y Atención a la Dependencia, la 
protagonista indiscutible de 2023 ha sido la Prestación Económica para Cuidados en el Entorno 
Familiar que, como ya avanzamos en el Informe Anual de 2022, comenzaba a dar muestras de una 
flexibilización en su enfoque, desconocida durante muchos años, tras la Resolución de 8 de febrero de 
2022, de la Intervención General de la Junta de Andalucía, por la que se estableció el control previo de 
las prestaciones económicas de atención a la dependencia, gestionadas por la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-las-solicitudes-de-traslado-de-su-situacion-de-dependencia-por-cambio-de-provincia-se
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-retraso-le-aprueben-la-ayuda-por-su-situacion-de-dependencia
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Dicha Resolución permite que el requisito de convivencia para la aprobación de la referida presta-
ción económica pueda justificarse ahora con una declaración de la persona cuidadora de llevar al 
cuidado de la persona dependiente al menos 1 año y estar empadronada en el mismo domicilio de 
la dependiente en el momento de elaboración de la propuesta PIA, sin necesidad de que el empa-
dronamiento date de la fecha de la solicitud como se exigía antes de esta decisión.

Posteriormente, el Real Decreto 675/2023, de 18 de julio ha venido a incrementar las cuantías de 
esta prestación, en consonancia con lo previsto en el Plan de Choque para el impulso del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia 2021 a 2023; y a modificar los requisitos y las 
condiciones de acceso a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a 
cuidadores no profesionales, de manera que se suprime el período previo de prestación de cuidados 
y se amplía la condición de persona cuidadora no profesional a las personas de su entorno relacional 
que, a propuesta de la persona en situación de dependencia, estén en condiciones de prestarles 
los apoyos y cuidados necesarios para el desarrollo de la vida diaria. Asimismo se considera como 
prestación de servicios aquellas prestaciones económicas para cuidados en el entorno familiar en 
las que se haya formalizado por la persona en situación de dependencia un contrato laboral con un 
tercero, al objeto de colaborar con la persona cuidadora no profesional en las tareas del hogar de la 
persona en situación de dependencia.

Este nuevo enfoque, potenciador de una prestación que hace escasos años venía siendo combatida 
como recurso excepcional no generador -se decía- de beneficios añadidos al no generar retornos 
en el Sistema, como sí aportan los servicios, ha tenido su reflejo en los expedientes tramitados por el 
Defensor del Pueblo Andaluz.

Efectivamente, una abrumadora mayoría de propuestas de Programa Individual de Atención 
como recurso idóneo para personas mayores, es la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar, como lo era en los primeros años de vigencia de la Ley 39/2006.

Ahora bien, ello se ha traducido en un efecto añadido, el cuello de botella que esta prescripción 
genera en la fase de fiscalización por la Intervención correspondiente de la Junta de Andalucía y el 
retardo en su aprobación, supeditada a las disponibilidades presupuestarias autonómicas.

Esta circunstancia ha motivado la práctica totalidad de las quejas formalizadas ante esta Institución 
en 2023 y dado lugar a muchos de sus pronunciamientos.

Las dilaciones en el acceso a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar son más 
inaceptables si tomamos en consideración que permanece vigente el plazo suspensivo máximo de 
dos años establecido para su efectividad por el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas 
para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, que la Administra-
ción pública no solo agota, sino que lo excede.

Las provincias más afectadas por la demora en la aprobación de esta prestación económica, son las 
de Málaga, Cádiz y Sevilla, con plazos que alcanzan o superan incluso los 3 años.

En Córdoba, hemos advertido supuestos con gran demora, aunque puntuales; en Almería y Jaén, las 
quejas que se reciben son escasas, todas ellas resueltas de forma favorable debido a la información 
completa que integran cada uno de sus informes. Huelva y Granada, no tienen representación en 
las quejas que refieren demoras en la aprobación de la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar.

En relación con la prestación que examinamos, el Anuncio de 19 de diciembre de 2023, de la Dirección 
Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, por el que se da publicidad 
a la Resolución de 19 de diciembre de 2023, relativa al abono de las cantidades pendientes en con-
cepto de aplazamientos de efectos retroactivos reconocidas en las prestaciones económicas 
para cuidados en el entorno familiar del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
ha venido a dar respuesta a una de las principales reivindicaciones de estos últimos años, la de su 
abono de una sola vez, tras la medida de su aplazamiento y periodificación adoptada por la Dispo-
sición Adicional Sexta del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias para la reducción de déficit público.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-16651
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
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La modif icación se adopta como reversión de una 
medida decidida en un contexto de crisis económica 
que, en consideración del Imserso, ya no se ajusta a la 
realidad del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia.

Otra cuestión que afecta a la prestación económica 
para cuidados en el entorno familiar es el no recono-
cimiento de efectos retroactivos en los expedientes 
de revisión del grado de dependencia o revisión de PIA. 
La respuesta facilitada por la administración autonó-
mica está fundada en el Informe del Gabinete Jurídico 
de la Junta de Andalucía de fecha 14 de marzo de 2011 
en el que se sostiene que el alcance de la disposición 
final primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia, se limita a 
garantizar la efectividad de la aplicación inicial de las 
prestaciones sin que resulte aplicable a la resolución 
de revisión. Causando ello un claro perjuicio para las 
personas solicitantes, cuya demora en la efectividad del 
derecho no va acompañada de compensación alguna. Y 
ello, en el actual marco de incremento del acceso a esta 
prestación que, previsiblemente, generará numerosas 
revisiones tendentes al reconocimiento de la misma.

El proyecto de decreto iniciado para regular la prestación económica de asistencia personal del 
sistema para la autonomía y atención a la dependencia en la comunidad autónoma de Anda-
lucía (BOJA número 119, de 23 de junio de 2021), no ha culminado finalizado el ejercicio.

2.1.1.1.6. Servicio residencial

El acceso al Servicio de Atención Residencial también arrastra demoras muy significativas, con 
afectación de las personas dependientes y sobrecarga de su entorno familiar, con los cuidados y 
responsabilidades propias.

Aunque para agilizar el procedimiento en este ámbito se aprobó la Instrucción 1/2023 de la Dirección 
Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, dirigida a los servicios terri-
toriales de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, con medidas para impulsar 
la incorporación de personas beneficiarias al sistema para la autonomía y atención a la dependencia 
en 2023, no hemos podido apreciar una mejora digna de mención, a la luz de nuestra labor.

Entre las medidas de la Instrucción, conforme resulta de la información proporcionada por la propia 
Administración, se determina una mayor flexibilidad de acceso al Servicio de Atención Residencial, 
con la posibilidad de valerse de la prestación económica vinculada al servicio de atención residencial, 
de forma transitoria y siempre que concurran los requisitos pertinentes, hasta la disponibilidad de 
plaza residencial, sin que ello afecte al puesto que ocupa en la lista de espera.

Por lo demás, el Servicio de Atención Residencial genera quejas de otra índole, ya enmarcadas en la 
situación de las personas que se han visto compelidas a aceptar una plaza en un lugar o centro no 
deseado, relacionadas con la falta de respuesta o la denegación de solicitudes de traslado, que 
por lo general se basan en preservar el afecto familiar, el deseo de proximidad y los lazos de cariño 
entre familiares, que no se sacian a distancia, en los términos del Decreto 388/2010 de 19 de octubre, 
por el que se regula el régimen de acceso y traslado de personas en situación de dependencia a 
plazas de centros residenciales y centros de día y de noche. 

No es la primera vez que esta Institución se pronuncia sobre la inaceptabilidad de considerar que es 
idónea la asignación de un recurso residencial que provoca el extrañamiento entre la persona 
dependiente y su entorno familiar y social.
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https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/119/25

	2. Actividad del dPA para la garantía de derechos
	2.1. PERSONAS
	2.1.1. Dependencia y personas mayores
	2.1.1.1. Dependencia
	2.1.1.1.5. Prestación Económica para cuidados en el Entorno Familiar
	2.1.1.1.6. Servicio residencial





